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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí, la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir. 

 
Brignoni Mártir, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2016. 

 El 6 de junio de 2016, compareció ante nos, mediante 

recurso de certiorari, la parte Peticionaria, compuesta por: 

Fernando Márquez, Dora E. García, Josefina O. Capote, Howard 

Ferrer, Edwin Díaz, Rafael Rodríguez, por sí y en representación de 

la Clase con Una Estación Principal Residencial (Clase A); Health 

Care Partners, Inc., Raúl Delguy Capilla, Santa Paula Oil Corp., 

Best Gas, Howard Ferrer; B/JCS Deli Box, Edwin Díaz, 

Insuramerica Agency, Interservice Group, Interamerican Business 

Consultant, Instituto Neumológico, por sí y en representación de la 

Clase con Una Estación Principal de Negocios (Clase B); e 

Interservice Group, Inc., Interamerican Business Consultant e 

Instituto Neumológico, por sí y en representación de la Clase con 

Una Línea Principal de Negocios (Clase C)  En su recurso, la parte 
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Peticionaria solicita que se expida y se revoque la Orden emitida el 

4 de mayo de 2016 y notificada, el 6 de mayo de 2016 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (TPI). 

Mediante el aludido dictamen, el foro primario se reafirmó en su 

determinación de no re-abrir el caso original D CD2004-0723.  Por 

consiguiente, declaró No Ha Lugar la solicitud de relevo de 

resolución presentada por la parte Peticionaria y dispuso que lo 

procedente es presentar una nueva acción judicial.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación,  

expedimos el auto solicitado y revocamos el dictamen recurrido. En 

consecuencia, decretamos que la Secretaría del TPI – Bayamón se 

excedió en sus facultades al ordenar la “consolidación” del caso D 

AC2014-2411 en el caso D CD2004-0723.  Por tal razón, dicha 

“consolidación” carecía de validez, por lo que ordenamos el 

desglose del caso D AC2014-2411 del D CD2004-0723, y se le 

asigne un número civil nuevo, para la continuación de los 

procedimientos ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón. Por último, declaramos No Ha Lugar la 

Moción de Desestimación presentada por PRTC.  

-I- 

 El 17 de noviembre de 2003, la parte Peticionaria de epígrafe 

presentó Demanda de Clase contra la Puerto Rico Telephone 

Company (PRTC o la parte Recurrida) ante el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Bayamón en San Juan (Número civil 

DKCD2003-1204), ya que las oficinas principales de la parte 

Recurrida ubican en el Municipio de Bayamón. En su reclamación, 

la parte Peticionaria alegó que la PRTC durante siete (7) años cobró 

un cargo mensual por el servicio de tele-tecla que no estuvo 

basado en el costo de proveer dicho servicio. Por tanto, adujo que 

el cobro de dicho cargo violó la Ley de Telecomunicaciones de 

Puerto Rico, Ley Núm. 213 de 12 de septiembre de 1996, y por 
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ende, reclamaron el reembolso de $105,350,000.00, más costas, 

intereses y veinticinco por ciento (25%) de honorarios de abogado. 

Posteriormente, debido a que la Sala Superior de Bayamón en San 

Juan fue eliminada, el caso pasó directamente al Centro Judicial 

de Bayamón, donde se le asignó el número D CD2004-0723 (502). 

Luego de varios trámites procesales, el 3 de mayo de 2005, el TPI – 

Bayamón emitió Resolución mediante la cual declaró Con Lugar la 

certificación de las tres (3) clases demandantes.  

 Así las cosas, el 4 de noviembre de 2005, la Asamblea 

Legislativa aprobó la Ley Núm. 138 – 2005, la cual enmendó la Ley 

de Telecomunicaciones de Puerto Rico de 1996, Ley Núm. 213 - 

1996. Entre las enmiendas aprobadas, la Ley Núm. 138 – 2005, le 

confirió jurisdicción primaria y exclusiva a la Junta de 

Telecomunicaciones (JRT) sobre los pleitos de clase relacionados 

con asuntos de telecomunicaciones. Asimismo, le otorgó igual 

jurisdicción para estimar y conceder compensaciones por daños y 

perjuicios. En consecuencia y previa solicitud de PRTC, el 5 de 

mayo de 2006, el TPI de Bayamón dictó Sentencia mediante la cual 

desestimó el caso D CD2004-0723. Por consiguiente, dicho foro 

refirió el caso a la JRT, por ser el foro con jurisdicción primaria y 

exclusiva para dilucidar cualquier pleito en que se alegaran 

violaciones a la Ley de Telecomunicaciones.  Dicha determinación 

fue confirmada por este Tribunal y posteriormente, por nuestro 

Tribunal Supremo.1  En vista de ello, el 21 de mayo de 2012, se 

transfirió el caso D CD2004-0723 del Tribunal de Primera 

Instancia, Centro Judicial de Bayamón (TPI – Bayamón) a la JRT, 

donde se le asignó el número JRT-2013-Q-0150. 

 Estando pendiente el caso ante la JRT, el 14 de agosto de 

2013, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley Núm. 118-2013.  En 

esta ocasión, el cuerpo legislativo enmendó nuevamente la Ley de 

                                                 
1 Clases A, B y C v. PRTC, 183 DPR 666 (2011).   
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Telecomunicaciones de Puerto Rico y eliminó la jurisdicción 

primaria y exclusiva de la JRT en los pleitos de clase relacionados 

a violaciones a las disposiciones de la Ley de Telecomunicaciones 

de Puerto Rico y a los reglamentos de la JRT. En vista de lo 

anterior, el 17 de diciembre de 2013, la JRT emitió Resolución y 

Orden mediante la cual ordenó el traslado del caso JRT-2013-Q-

0150 al Tribunal de Primera Instancia, Centro Judicial de San 

Juan (TPI – San Juan) de conformidad con lo dispuesto en la Ley 

Núm. 118 - 2013. No obstante, mediante dicho dictamen, la JRT 

precisó que:  

En el presente caso la Junta no ha hecho 
adjudicaciones de carácter sustantivo y 

con la transferencia de éste, según lo 
dispone la Ley 118, no se menoscaban las 
relaciones contractuales o derechos 

sustantivos de ninguna de las partes.2 
 

 Así pues, la JRT trasladó el expediente de la Querella al TPI – 

San Juan donde se le asignó el número K AC2014-0352.  Acto 

seguido, el 28 de mayo de 2014, la parte Peticionaria presentó ante 

el TPI – San Juan, Moción Solicitando el Traslado del Presente Caso 

a la Sala de Bayamón del Tribunal de Primera Instancia. En dicho 

escrito, solicitó que el caso K AC2014-0352 fuera trasladado al 

TPI – Bayamón, por éste último ser el foro con competencia debido 

a que las oficinas principales de PRTC ubican en la jurisdicción de 

Bayamón.   

Atendida la solicitud de la parte Peticionaria, el 14 de agosto 

de 2014, el TPI – San Juan emitió Orden de Traslado en la que 

dictaminó que el foro con competencia era el TPI – Bayamón y 

ordenó el traslado del pleito. Sobre dicha determinación, ninguna 

de las partes solicitó reconsideración ni revisión judicial.   

Así las cosas, al TPI – Bayamón recibir el caso K AC 2014-

0352, originalmente Querella JRT-2013-Q-0150 ante la JRT, la 

                                                 
2 Véase, Apéndice del recurso, págs. 91 – 94.  
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Secretaría del TPI – Bayamón le asignó un nuevo número civil D 

AC2014-2411.3 

No obstante, paralelamente, el 14 de mayo de 2014, la parte 

Peticionaria presentó ante el TPI – Bayamón Moción para que se 

Ordene Re-Activación del caso D CD2004-0723.  En dicho escrito, 

la parte Peticionaria solicitó la re-activación del pleito original D 

CD2004-0723 y la celebración de una Conferencia de Estado de los 

Procedimientos. Luego de haberse señalado la celebración de 

Conferencia de Estado de los Procedimientos, el 11 de julio de 

2014, el TPI – Bayamón emitió Resolución dejando sin efecto el 

señalamiento pautado. En cuanto a lo anterior, el TPI – Bayamón 

señaló lo siguiente:  

Asimismo, resolvemos que la 
demanda instada en el caso de asunto, 

(Civil Núm. D CD2004-0723), concluyó 
con la Sentencia dictada por la Hon. Luisa 
M. Colóm García, que a su vez fue 

confirmada por el Tribunal de Apelaciones 
y por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

éste último de Sentencia dictada el 19 de 
enero de 2007, cuyo mandato fue 
expedido el 19 de enero de 2007.  En su 

Sentencia, el Tribunal Supremo dispuso 
que “los demandantes no están huérfanos 

de remedio, el mismo le corresponde, de 
ser concedido, a la Junta Reglamentadora 
conforme a lo aquí esbozado.”, haciendo 

referencia a lo resuelto en su sentencia.  
Así que acorde lo dispuesto por el Tribunal 

Supremo, el 21 de mayo de 2012, 
dictamos orden que dispuso el archivo del 
caso para fines administrativos y 

estadísticos y refirió el caso a la atención 
de la Junta Reglamentadora de 
Telecomunicaciones de Puerto Rico.  La 

Junta, a su vez, el 17 de diciembre de 
2013, emitió una Resolución y Orden, que 

fue notificada a las partes y archivada en 
autos el 11 de abril de 2014, en la que 

ordenó el traslado de este caso al Tribunal 
de Primera Instancia, Sala de San Juan.  
Hasta donde sabemos, la orden de la 

Junta no fue objeto de revisión judicial, 
por lo que tenemos que concluir que es 
final y firme.   

 

                                                 
3 Véase, Apéndice del recurso, pág. 167. 
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A la luz de lo anterior, concurrimos 
con la demandada Puerto Rico Telephone 

Company y resolvemos que las alegaciones 
de los codemandantes deben ser 

atendidas en la Sala de San Juan entre 
otras, para evitar la duplicidad de pleitos y 
la posibilidad de determinaciones 

judiciales encontradas que como sabemos, 
es rechazado en derecho. 

 

Se ordena a la Secretaria el archivo 
definitivo de esta causa de acción en lo 

que se refiere a la reactivación [d]el caso. 4 
 

En desacuerdo con dicha determinación, el 14 de agosto de 

2014, la parte Peticionaria solicitó Reconsideración en cuanto a la 

determinación del foro primario de suspender el señalamiento de la 

celebración de la Conferencia sobre el Estado de los Procedimientos.  

No obstante, el 11 de agosto de 2014, el entonces Juez 

Administrador del Centro Judicial de Bayamón, Honorable José J. 

Ramírez Lluch, había emitido una Orden de Traslado en conjunto 

con el expediente del caso D CD2004-0723 al Centro Judicial de 

San Juan.  Una vez recibido éste en el TPI – San Juan, dicho foro 

le asignó el nuevo número civil K DP2014-0820.5  Así pues, el 29 

de agosto de 2014, la parte Peticionaria nuevamente solicitó ante el 

TPI – San Juan que el expediente del caso K DP2014-0820 fuera 

trasladado de San Juan a Bayamón, por ser éste último el foro con 

competencia.6 Así, examinada la Solicitud de Traslado presentada, 

el 3 de septiembre de 2014, el TPI – San Juan declaró Con Lugar la 

petición de traslado al TPI – Bayamón y refirió el asunto a la Juez 

Administradora, Hon. Isabel Llompart Zeno, para el trámite 

correspondiente.7 Así pues, el 18 de septiembre de 2014, el TPI – 

Bayamón recibió el expediente del caso K DP2014-0820, 

proveniente de San Juan y le asignó nuevamente el caso D 

CD2004-0723.8 No obstante, el 30 de septiembre de 2014, a la 

                                                 
4 Véase, Apéndice del recurso, págs. 127-130. 
5 Véase, Apéndice del recurso, pág. 165.  
6 Véase, Apéndice del recurso, págs. 157 – 159. 
7 Véase, Apéndice del recurso, págs. 160 – 162. 
8 Véase, Apéndice del recurso, pág. 165. 
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Secretaría Regional del TPI – Bayamón, percatarse de que tenía 

ante sí dos (2) expedientes judiciales sobre el mismo pleito de 

clase, con dos designaciones alfanuméricas distintas (D CD2004-

0723 y D AC2014-2411), instruyó mediante Certificación, que el 

caso continuara viéndose con el número D CD2004-0723.9   

 Luego de estos trámites administrativos, el 24 de noviembre 

de 2015, el TPI – Bayamón emitió Resolución en el caso D CD2004-

0723 donde declaró No Ha Lugar la Moción de Reconsideración 

presentada por la parte Peticionaria pendiente ante su 

consideración.     

 Ante la incertidumbre procesal del pleito, el 3 de diciembre 

de 2015, la parte Peticionaria presentó Moción en Solicitud de 

Relevo de Resolución en el caso D CD2004-0723 ante el TPI – 

Bayamón. En este escrito, la parte Peticionaria hizo un recuento 

procesal sobre los múltiples traslados del caso de epígrafe. No 

obstante, hizo hincapié en el acto de la Secretaría Regional del 

Centro Judicial de Bayamón de consolidar el caso D AC2014-2011 

(proveniente del  caso del caso K AC2014-0352  del TPI – San 

Juan) dentro del caso D CD2004-0723, para que el litigio 

continuara viéndose bajo éste último.  Por tanto, ante la realidad 

procesal de que no existían casos pendientes ante el TPI – San 

Juan, solicitaron que se relevase a las partes de los efectos de la 

Resolución del 24 de noviembre de 2015, al amparo de la Regla 

49.2 de Procedimiento Civil y se reabriera el caso D CD2004-0723.   

Examinado dicho escrito, el 4 de mayo de 2016, el TPI – 

Bayamón emitió Resolución, en la que denegó el relevo de su 

anterior dictamen y sostuvo que no correspondía reabrir un caso 

finalizado, entiéndase, el caso D CD2004-0723. Fundamentó  que 

dicho caso fue desestimado mediante una Sentencia que había 

advenido final y firme y que era inapelable. En vista de lo anterior, 

                                                 
9 Véase, Apéndice del recurso, págs. 163 – 164. 
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el foro primario señaló, que lo procedente era presentar una nueva 

acción donde se atendieran las controversias presentadas.10    

 Inconforme con el dictamen emitido, el 6 de junio de 2016, la 

parte Peticionaria presentó el recurso de epígrafe, en el que alega 

la comisión del siguiente error:   

Erró el Honorable Tribunal de Instancia 
al determinar que el pleito de clase de 
Fernando Márquez v. PRTC, no puede 

continuar su curso ante el Centro 
Judicial de Bayamón y que lo que 

corresponde es presentar una nueva 
acción.   

 
 El 16 de junio de 2016, PRTC presentó ante nos, Moción de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción al Amparo de la Regla 83 

(B) (1) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (Moción de 

Desestimación).  Argumentó que la parte Peticionaria debió recurrir 

ante este Foro de la Resolución dictada el 24 de noviembre de 

2015, en lugar de haber presentado la Solicitud de Relevo de 

Resolución ante el TPI el 5 de diciembre de 2015. Por tanto, 

sostuvo que el recurso ante nos es uno tardío y que la parte 

Peticionaria utilizó el remedio de la solicitud de relevo de 

resolución en sustitución a un recurso apelativo. En respuesta a 

los planteamientos de PRTC, el 23 de junio de 2016, la parte 

Peticionaria presentó Oposición a Desestimación.   

 Examinadas las posturas de cada una de las partes, 

resolvemos las controversias que se nos presentan.   

-II- 

a. Recurso de certiorari 

El auto de certiorari es un remedio procesal, utilizado para 

que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

cometido por un tribunal de menor jerarquía. Negrón Placer v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91-92 (2001). La expedición del mismo, 

como señala la ley, queda en la sana discreción de este Tribunal. 

                                                 
10 Véase, Apéndice del recurso, págs. 192-196. 
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Íd.  Sin embargo, nuestra discreción debe ejercerse de manera 

razonable, procurando siempre lograr una solución justiciera. 

Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 91.  

No obstante, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que 

nuestra discreción no opera en el vacío, ni en ausencia de 

parámetros que la encaminen.  A tales fines, la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, 

establece los criterios que este Tribunal debe tomar en 

consideración al ejercer su discreción y determinar si es 

procedente la expedición de un auto de certiorari  o de una orden 

de mostrar causa. La referida regla dispone, en lo pertinente, lo 

siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  

  
(A)  Si el remedio y la disposición de la 
decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.  
  

(B)  Si la situación de hechos planteada es 
la más indicada para el análisis del 
problema.   

  
(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 
de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia.   

 
(D)  Si el asunto planteado exige 
consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.   

  
(E)  Si la etapa del procedimiento en que 
se presenta el caso es la más propicia para 

su consideración.   
  

(F)  Si la expedición del auto o de la orden 
de mostrar causa no causan un 
fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del 
litigio.   
  

(G)  Si la expedición del auto o de la orden 
de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  
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Nuestra más Alta Curia ha dispuesto que de los criterios 

antes transcritos “se deduce que el foro apelativo intermedio 

evaluará tanto la corrección de la decisión recurrida así como la 

etapa del procedimiento en que es presentada; esto, para 

determinar si es la más apropiada para intervenir y no ocasionar 

un fraccionamiento indebido o una dilación injustificada del 

litigio.” Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008).   

b. Regla 49.2 de Procedimiento Civil 

La Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. IV 

R. 49.2, “provee un mecanismo procesal post sentencia para 

impedir que tecnicismos y sofisticaciones frustren los fines de la 

justicia e incorpora la facultad de los tribunales para dejar sin 

efecto alguna sentencia u orden suya por causa justificada.” De 

Jesús Viñas v. González Lugo, 170 DPR 499, 513 (2007), citando a 

Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 449 (1977); véase 

también, Náter v. Ramos, 162 DPR 616, 624 (2004). La parte que 

solicita el relevo debe basar su solicitud en una de las 

circunstancias previstas en la Regla 49.2. García Colón et al. v. 

Sucn. González, 178 DPR 527, 540 (2010).  En este contexto, la 

precitada Regla dispone que:    

Mediante una moción y bajo aquellas 
condiciones que sean justas, el tribunal 

podrá relevar a una parte o a su 
representante legal de una sentencia, 

orden o procedimiento por las razones 
siguientes:    

  

(a)  error, inadvertencia, sorpresa o 
negligencia excusable;    

  
(b)  descubrimiento de evidencia esencial 
que, a pesar de una debida diligencia, no 

pudo haber sido descubierta a tiempo 
para solicitar un nuevo juicio de acuerdo 
con la Regla 48;   

  
(c)  fraude (incluso el que hasta ahora se 

ha denominado intrínseco y el también 
llamado extrínseco), falsa representación u 
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otra conducta impropia de una parte 
adversa.    

  
(d)  nulidad de la sentencia;    

  
(e)  la sentencia ha sido satisfecha, 
renunciada o se ha cumplido con ella, o la 

sentencia anterior en que se fundaba ha 
sido revocada o de otro modo dejada sin 
efecto, o no sería equitativo que la 

sentencia continúe en vigor, o   
  

(f)  cualquier otra razón que justifique la 
concesión de un remedio contra los efectos 
de una sentencia.    

  
[…] 

   
 En lo pertinente, sobre el inciso (1) de esta Regla, nuestro 

Tribunal Supremo ha expresado que resulta insuficiente alegar que 

la omisión que dio lugar a que se dictase sentencia [o resolución] 

se debió a error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable, 

sino que en la solicitud de relevo, se deben indicar aquellos hechos 

y causas especificas constitutivas de la justificación de la omisión. 

García Colón et al. v. Sucn. González, supra, pág. 542.  En este 

ejercicio, “el promovente debe demostrar mediante preponderancia 

de prueba los hechos que justifican la moción.” Íd.  En coyuntura 

con lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha expresado que 

además de la demostración de error, inadvertencia, sorpresa o 

negligencia excusable, también tiene que existir una defensa 

meritoria. Íd.  Por  ende, corresponde al tribunal “hacer un análisis 

y balance racional y justiciero de todo el expediente del caso para 

determinar si bajo las circunstancias específicas de éste, hubo 

error, inadvertencia o sorpresa.” Íd.  

 Ahora bien, en aquella instancia que se alega “error” como 

fundamento para la moción de relevo, nuestro Tribunal Supremo 

ha sido enfático en que “éste puede ser de la parte promovente, de 

la parte adversa, o del juez, pero debe ser un error extrínseco a la 

sentencia u orden.” Íd. Por ello, es necesario que la parte que alega 
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la comisión del error, presente prueba extrínseca a los autos que lo 

acredite. Íd. 

Consecuentemente, aun cuando se demuestre la existencia 

de uno de los fundamentos expuestos en la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, supra, el promovente tiene necesariamente 

que persuadir al tribunal de que bajo las circunstancias 

particulares del caso, procede resolver a favor del relevo. En 

cuanto a ello, nuestro Tribunal Supremo expresa que:   

… si la parte que solicita el relevo aduce 

una buena defensa – en adición a alguna 
de las circunstancias previstas en la Regla 
49.2 de Procedimiento Civil, supra, ya 

mencionadas – y el relevo no ocasiona 
perjuicio alguno a la parte contraria, el 

mismo debe ser concedido. De ahí, que 
como regla general la existencia de una 
buena defensa debe siempre inclinar  la 

balanza a favor de la reapertura. García 
Colón et al v. Sucn. González, supra, págs. 

540 – 541; véase también, Román Cruz v. 
Díaz Rifas, 113 DPR 500, 507 (1982).   

 
Ahora bien, nuestro Más Alto Foro ha expresado que la Regla 

49.2 de Procedimiento Civil, supra, “no constituye una llave 

maestra para reabrir controversias ni sustituye los recursos de 

apelación o reconsideración.” García Colón et al v. Sucn. González, 

supra, pág. 541. Es decir, en ningún caso, “la Regla 49.2 puede 

servir para conceder remedio alguno contra una sentencia u orden 

errónea de un tribunal, ni como sustituto del recurso de revisión, 

reconsideración o apelación.” González v. Chávez, 103 DPR 474, 

476 (1975); E.L.A. v. Tribunal Superior, 86 DPR 692, 699 

(1962);  Builders Ins. Co. v. Tribunal Superior, 100 DPR 401, 404 

(1972); Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314, 328 

(1997).  Dentro de este mismo contexto, nuestro Tribunal Supremo 

ha precisado, que la precitada regla “no está disponible para alegar 

cuestiones sustantivas que debieron ser planteadas mediante 

recursos de reconsideración y apelación.” Íd. Por tal razón, este 

mismo Foro ha destacado que la moción de relevo de sentencia “no 
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está disponible para corregir errores de derecho ni errores de 

apreciación o valoración de la prueba; estos son fundamentos para 

reconsideración o apelación pero no para el relevo.” García Colón et 

al v. Sucn. González, supra, págs. 542-543, citando a Hernández 

Colón, [Práctica Jurídica de Puerto Rico: derecho procesal civil; 4ta 

ed., San Juan, Ed. Lexis Nexis, 2007], Sec. 4804, pág. 353.  

-III- 

Por ser privilegiadas, las cuestiones de jurisdicción deben ser 

resueltas con preferencia.  Freire Ayala v. Vista Rent, 169 DPR 418, 

433 (2006); véase también, Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc. 

158 DPR 345, 355 (2003).  A tenor con dicha normativa, procede 

que inicialmente atendamos los planteamientos esbozados por 

PRTC en su Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción al 

Amparo de la Regla 83 (B) (1) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, previo a considerar en los méritos el presente recurso.  

En dicho escrito, la parte Recurrida expone, en síntesis, que 

el recurso presentado ante nuestra consideración es tardío. Señaló 

que la parte Peticionaria disponía del término reglamentario de 

treinta (30) días para acudir ante nos, contados a partir del archivo 

en autos de la Notificación de la Resolución denegando su Moción 

de Reconsideración del 30 de noviembre de 2015 y no desde la 

notificación de la Resolución del 4 de mayo de 2016 atendiendo la 

Solicitud de Relevo de Resolución. Añade que esta última, fue “una 

segunda resolución” que resulta inoficiosa a los fines de la 

controversia planteada en el recurso. En apoyo de sus argumentos, 

PRTC sostiene que la Resolución del 4 de mayo de 2016 no resolvió 

la Moción en Solicitud de Relevo de Resolución, contrario a lo que 

alega la parte Peticionaria, sino que dicha Resolución resolvió 

nuevamente la Moción de Reconsideración de la parte Peticionaria 

bajo la inadvertencia del foro primario de que ésta ya había sido 

resuelta. De otra parte, PRTC arguye que la presentación de la 
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Moción en Solicitud de Relevo resulta improcedente, ya que la parte 

Peticionaria no puede utilizar el remedio contemplado en la Regla 

49.2 de Procedimiento Civil, supra, en sustitución del recurso de 

revisión. Veamos.   

Ciertamente, el 11 de julio de 2014, y notificada el 5 de 

agosto de 2014, el TPI – Bayamón emitió Resolución mediante la 

cual declaró Ha Lugar la Moción Para Que Se Ordene Reactivación 

De Caso y Se Celebre una Conferencia Inicial sobre el Estado de los 

Procedimientos. Posterior a ello, el TPI, motu proprio, reconsideró su 

determinación y dejó sin efecto la celebración de la Conferencia 

sobre el Estado de los Procedimientos y señaló que las alegaciones 

de la parte Peticionaria debían ser atendidas ante el TPI – San 

Juan. No obstante, la parte Peticionaria, en su Solicitud de 

Reconsideración, informó al TPI – Bayamón, que el caso K AC2014-

0352, fue trasladado por la JRT a San Juan, pero que en ese caso 

se había solicitado el traslado al TPI – Bayamón y que dicho foro  

había ordenado el traslado solicitado. Por tal razón, en esa ocasión, 

peticionaron que mantuviera señalada la celebración de la 

Conferencia sobre el Estado de los Procedimientos, a los fines de 

definir el curso procesal del caso, ante el traslado pendiente del 

caso proveniente del TPI – San Juan. No obstante, el TPI – 

Bayamón, luego de evaluar los planteamientos de las partes, 

declaró No Ha Lugar la Solicitud de Reconsideración presentada por 

la Peticionaria.  

Ante la nueva evidencia obtenida, el 5 de diciembre de 2015, 

la parte Peticionaria presentó Moción en Solicitud de Relevo de 

Resolución apoyada por los acuses de recibo de las secretarías de 

San Juan y Bayamón sobre los expedientes trasladados entre 

ambos foros primarios. Mediante dicho escrito, la parte 

Peticionaria reveló que al momento en que el TPI – Bayamón 

resolvió la Solicitud de Reconsideración ya no existía caso alguno 
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ante el TPI – San Juan, puesto que el caso K AC2014-0352 – 

proveniente del TPI – San Juan - había sido trasladado al TPI – 

Bayamón y que al momento de recibirse el mismo, se designó como 

el D AC2014-2411.  No obstante, precisó que la Secretaría del TPI 

- Bayamón, motu proprio y sin autoridad para ello, “consolidó” 

dicho expediente en el caso D CD2004-0723 por entender que se 

trataba de un mismo caso duplicado. Ante dicha realidad procesal, 

la parte Peticionaria afirmó al foro primario que de sostenerse en 

su determinación del 24 de noviembre de 2015, estaría dejándola 

completamente desprovista de remedio alguno.   

En virtud de lo anterior, no podemos considerar los 

planteamientos de PRTC de que la Moción en Solicitud de Relevo de 

Resolución constituyó una segunda reconsideración de la parte 

Peticionaria o que se utilizó en sustitución del recurso apelativo. 

Véase, que la parte Peticionaria, en dicho escrito, señaló 

planteamientos distintos a los expuestos en la Solicitud de 

Reconsideración, apoyada por prueba extrínseca descubierta en 

fecha posterior a la Resolución de Reconsideración.  Incluso, 

señalamos que de la parte Peticionaria haber expuesto 

primariamente los planteamientos esbozados en su Solicitud de 

Relevo de Resolución en un recurso de apelación, como foro 

apelativo hubiésemos estado impedidos de atenderlos por no haber 

sido planteados primeramente ante el foro de instancia. Empresas 

Loyola v. Com. Ciudadanos, 186 DPR 1033, 1068 (2012); véase 

también, E.L.A. v. Northwestern Selecta, 185 DPR 40, 55 (2012).   

Indisputablemente, la prueba que acompañó la Solicitud de 

Relevo de Resolución estuvo basada en las actuaciones de la 

secretaría del TPI – Bayamón durante el manejo  administrativo del 

caso, actos que no habían sido previamente evaluados por el foro 

primario, ya que surgieron con posterioridad a la resolución de la 

Moción de Reconsideración. Ante ello, declaramos No Ha Lugar la 
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Moción de Desestimación presentada por PRTC y resolvemos que la 

parte Peticionaria recurrió oportunamente del dictamen del foro 

primario del 4 de mayo de 2016. Habiendo atendido el 

planteamiento jurisdiccional, atenderemos el recurso de certiorari 

que nos ocupa.   

La controversia que se nos plantea, versa un asunto 

estrictamente procesal que merece nuestra intervención a los fines 

de evitar un fracaso irremediable de la justicia. Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. El trámite 

administrativo del presente caso revela cómo las actuaciones de la 

Secretaría del TPI - Bayamón han incidido sobre aspectos 

sustantivos del caso, atropellando el derecho de las partes a litigar 

sus causas de acción.   

En este caso, la parte Peticionaria sostiene que la postura 

del foro primario sobre que el pleito de clase Fernando Márquez v. 

PRTC ha dejado de existir, es errada. En apoyo de sus argumentos, 

afirma que a pesar de que el presente caso ha sido objeto de 

cambios de foros a consecuencia de las enmiendas a la Ley de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico, el mismo aún sigue “vivo”.   

Consecuentemente, nos corresponde dilucidar el extenso y 

enredado trámite procesal de este litigio, a los fines de 

salvaguardar el derecho de las partes a acceso a la justicia. En 

primer lugar, señalamos que en el presente pleito no está en 

controversia la competencia del TPI de Bayamón. Véase, que el 14 

de agosto de 2014, ante la Solicitud de Traslado presentada por la 

parte Peticionaria, el TPI – San Juan declaró Con Lugar la misma y 

no surge que dicha determinación haya sido objeto de 

reconsideración, ni revisión judicial. De igual modo, puntualizamos 

que el presente pleito, independientemente de su designación 

alfanumérica, no ha sido adjudicado en los méritos. Ahora bien, 

luego del análisis integral y ponderado del curso procesal del caso 
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D CD2004-0723, así como los cambios de foros, sus traslados de 

regiones judiciales, el trámite administrativo y posteriores 

designaciones alfanuméricas, concurrimos con la parte 

Peticionaria a los efectos de que el enredo procesal del presente 

caso ha tronchado el derecho sustantivo de las partes, las cuales, 

luego de más de una década de litigio, aún se encuentran a la 

espera de su día en corte. En particular, hemos precisado que la 

controversia que se nos plantea es producto de la actuación de la 

Secretaría del TPI – Bayamón al haber, motu proprio y sin mediar 

una orden judicial a esos efectos, ordenado la “consolidación” del 

caso D AC2014-2411 dentro del caso original D CD2004-0723, el 

cual para fines de las partes y administrativos, era un caso 

cerrado. En ese sentido, vemos cómo una determinación 

puramente administrativa en el trámite del caso - ajena a los 

dictámenes judiciales previamente emitidos - ha obstaculizado el 

derecho sustantivo de las partes para litigar sus causas.  

En este contexto, resaltamos el principio rector imperante en 

nuestro ordenamiento jurídico, de que como tribunales, estamos 

llamados a  promover “la solución justa, rápida y económica de las 

controversias que se nos presentan.” Regla 1 de las Reglas de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. IV R. 1. A la luz de lo anterior, 

dictaminamos que la Secretaría del TPI - Bayamón no gozaba de 

autoridad para ordenar la “consolidación” del caso D AC2014-

2411 con el caso D CD 2004-0723, ni decretar que el pleito se 

continuara viendo bajo ese número, máxime cuando el TPI – 

Bayamón había emitido Resolución de que el caso D CD2004-0723 

era un caso cerrado. Puntualizamos que la autoridad de consolidar 

un caso es una inherente del Tribunal y no de la Secretaría de 

dicho foro, puesto que las Reglas de Procedimiento Civil y las 

Reglas para la Administración del Tribunal de Primera Instancia 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1999, así lo precisan. 
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A esos efectos, el Tribunal es quien único puede ordenar la 

consolidación de pleitos y dictar aquellas órdenes que entienda 

necesarias para evitar gastos y dilaciones innecesarias. Regla 38 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. IV R. 38.1.  Por ello, avalar la 

postura del foro primario de que en el presente caso el único 

remedio es que la parte Peticionaria presente un pleito nuevo, sería 

atentar contra la economía procesal de un caso que lleva sobre 

doce (12) años de litigio y que aún continúa dilatándose por causas 

ajenas a las partes. Por ende, dictaminamos que la Certificación 

emitida por la Secretaría del TPI – Bayamón en consolidar el pleito 

D AC2014-2411 en el pleito D CD2004-0723, carece de validez 

jurídica alguna, por lo que el pleito D AC2014-2411 ante el TPI – 

Bayamón no debió haber sido intercalado o adherido con el caso D 

CD2004-0723. Aclaramos que el caso D AC2014-2411 del TPI – 

Bayamón, proviene del caso trasladado del TPI – San Juan, 

designado por ese foro K AC2014-0352 y que éste último, a su 

vez, proviene del traslado de la Querella de la JRT (2013–Q–0150) 

al TPI – San Juan.      

Conforme a todo lo antes expuesto, expedimos el auto 

solicitado y revocamos el dictamen recurrido. En consecuencia, 

declaramos que la Secretaría del TPI – Bayamón se excedió en sus 

facultades al ordenar la “consolidación” del caso D AC2014-2411 

en el caso D CD2004-0723. Por tal razón, ordenamos el desglose 

del caso D AC2014-2411 del D CD2004-0723, para que se le 

asigne un número civil nuevo y así, continúen los procedimientos 

ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón. 

Por último, declaramos No Ha Lugar la Moción de Desestimación 

presentada por PRTC.11 Así, salvaguardamos la economía procesal 

del presente pleito, a los fines de evitar mayores dilaciones en los 
                                                 
11 Aclaramos que ordenamos que se otorgue una designación alfanumérica 

nueva, dado que la Secretaría del TPI -  Bayamón al “consolidar” el caso D 
CD2014-2411 en el D CD2004-0723, liberó el número civil D CD2014-2411, 

para que fuese asignado a otro pleito ajeno al caso de epígrafe.   
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procesos y que la parte Peticionaria tenga que incurrir nuevamente 

en gastos para presentar un nuevo pleito.    

-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, declaramos No Ha 

Lugar la Moción de Desestimación presentada por PRTC. Por ende, 

expedimos el auto solicitado al amparo de la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, y revocamos el dictamen recurrido. En 

consecuencia, se ordena el desglose del caso D AC2014-2411 del D 

CD2004-0723, y se ordena que se le asigne una nueva designación 

alfanumérica al caso D AC2014-2411 para la continuación de los 

procedimientos conforme a lo aquí resuelto.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


